
Expte.  DII-999/2003-11
EXCMO. SR. CONSEJERO DE OBRAS
PÚBLICAS, URBANISMO Y TRANSPORTES
DIPUTACIÓN GENERAL DE ARAGÓN
Edificio Pignatelli
50004 ZARAGOZA

I.- ANTECEDENTES

Primero.- Con fecha 23 de septiembre de 2003 tuvo entrada en esta
Institución un escrito de queja  que quedo registrado con el número de
referencia arriba expresado en el que la interesada exponía que:

Su madre de 66 años y operada de corazón vive junto con su abuela
de 91 años en una vivienda en Zaragoza. La comunidad acordó rehabilitar el
edificio ubicando también un ascensor, para lo que solicitaron las ayudas
para rehabilitación al amparo del expediente REE 50/2002/0455, que les
fueron denegadas, ya que en la escritura de propiedad figuran como titulares
de la vivienda la madre y dos hijas, y al solicitarles los ingresos de todas las
propietarias, estos, superan el límite máximo que la norma contempla.

La presentadora de la queja considera injusta esa situación, ya que
en la vivienda únicamente viven la madre y la abuela, y es la madre
copropietaria de la vivienda la que sufraga todos los gastos de la casa, sin
que sus hijas colaboren con el mantenimiento de la misma. La madre viuda,
tiene unos ingresos que no superan el límite establecido para obtener
ayudas.

Segundo.- Admitida la queja a trámite, con fecha 3 de octubre de
2003 se solicitó información al Director General de Vivienda y Rehabilitación
sobre la referida cuestión, y concretamente sobre lo establecido en la
normativa de aplicación en cuanto a los ingresos que deben computarse en
estas actuaciones.

Tercero.- Con fecha 12 de diciembre de 2003  se recibió contestación
del Director General en el que  señala que:

1.- Los ingresos a computar se han obtenido sumando las rentas de
todos los copropietarios del inmueble que va a ser objeto de ayudas, residan
o no, en la vivienda objeto de rehabilitación.

2.- El artículo 2.2.f) del Decreto 149/2001, de 24 de julio del Gobierno
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de Aragón por el que se regulan las ayudas para la rehabilitación de edificios
afectados por lesiones estructurales dice que, son requisitos generales para
el otorgamiento de las ayudas, que el promotor, en los supuestos de
personas físicas y comunidades de vecinos, tengan unos ingresos familiares
no superiores a 5,5 millones de pesetas, computados de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 5 del Decreto 189/98 de 17 de noviembre del
Gobierno de Aragón, sobre medidas de financiación en materia de vivienda y
suelo para el periodo 1998-2001.

3.-  Se ha de tener en cuenta que las obras realizadas aumentan el
valor de la vivienda, por lo que hay que considerar que todos los
copropietarios reciben una parte del beneficio que supone la ayuda, y no
solamente el propietario residente, por lo que es consecuente que sean las
rentas de todos ellos las tomadas en consideración a la hora de calcular los
ingresos.

En el mismo sentido, el Ministerio de Fomento, ante una consulta
acerca de estas situaciones se pronuncia diciendo que “de acuerdo con lo
establecido en el artículo 12.2 del Real Decreto 1/2002 de 11 de enero,
procede totalizar los ingresos de las unidades familiares de los
copropietarios de la vivienda a rehabilitar”.

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Estudiado el contenido de la queja y analizados los informes remitidos
se pone de manifiesto que:

  Primera.- La solicitud de ayudas, fue presentada al amparo del
Decreto 149/2001 de 24 de julio del Gobierno de Aragón, por el que se
regulan las ayudas para la rehabilitación de edificios afectados por lesiones
estructurales.

El citado Decreto, en su artículo 1, 2, f) establece como requisitos
generales, entre otros, que el promotor en los supuestos de personas físicas
y comunidades de vecinos, tenga unos ingresos familiares no superiores a
5,5 millones de pesetas computados de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 5 del Decreto 189/1998 de 17 de noviembre del Gobierno de Aragón,
sobre medidas de financiación en materia de vivienda y suelo para el periodo
1998-2001.

El artículo 5 del Decreto 189/98 titulado ingresos familiares, señala
que se acreditarán de conformidad con lo establecido en el artículo 14 del
Real Decreto 1186/ 98 de 12 de junio, y establece unos coeficientes
correctores para el ámbito de la Comunidad Autónoma de Aragón.
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El citado artículo 14 establece que los ingresos determinantes del
derecho a la financiación cualificada vendrán referidos a los ingresos
familiares, que se determinarán en función de la cuantía, corregida, de la
base o bases imponibles, en millones de pesetas, resultante de la aplicación
de la normativa reguladora del Impuesto sobre la renta de las Personas
Físicas, correspondiente al periodo impositivo inmediatamente anterior, con
plazo de presentación vencido, a la solicitud de financiación cualificada,
presentada por cada uno de los miembros de la unidad familiar.

Segunda.- En el presente supuesto, se trata de una solicitud
presentada por la comunidad de propietarios promotora de la actuación, para
la rehabilitación del edificio e instalación de un ascensor. Una de las
viviendas del edificio en la que residen de forma habitual y permanente dos
personas de avanzada edad pertenece en copropiedad a la madre viuda,
(que es la que reside de forma habitual y permanente) y a dos hijas, que
tienen su propia unidad familiar y no residen en la vivienda.

El Real Decreto 1186/ 98 de 12 de junio se remite a la normativa
reguladora del impuesto sobre la renta de las personas físicas,  y en el
artículo 68 de la Ley  del  citado Impuesto establece que podrán tributar
conjuntamente las personas que formen parte de alguna de las siguientes
modalidades de unidad familiar:

1ª.  La integrada por los cónyuges no separados legalmente y, si los
hubiere:

a) Los hijos menores, con excepción de los que, con el
consentimiento de los padres, vivan independientes de éstos.

b) Los hijos mayores de edad incapacitados judicialmente sujetos a
patria potestad prorrogada o rehabilitada.

2ª.  En los casos de separación legal, o cuando no existiera vínculo
matrimonial, la formada por el padre o la madre y todos los hijos que
convivan con uno u otro y que reúnan los requisitos a que se refiere la regla
1ª de este artículo.

Y añade que nadie podrá formar parte de dos unidades familiares al
mismo tiempo.

Con arreglo a lo anteriormente señalado,  las copropietarias de la
vivienda constituyen tres unidades familiares.  Al no concretarse en la norma
que regula las ayudas para la rehabilitación de edificios (en los supuestos de
que sean varios los propietarios de una vivienda),  los ingresos que deben
ser computados para fijar el límite máximo que da derecho a la percepción
de ayudas, la administración aplica el criterio de computar los ingresos de
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todos los propietarios, y como número de miembros todos los que forman
parte de las tres unidades familiares, ya que se considera, que las obras
realizadas aumentan el valor de la vivienda, por lo que todos perciben una
parte del beneficio que supone la ayuda, y no solo el propietario residente. Si
los ingresos así ponderados superan el límite establecido se deniega la
subvención en su totalidad y ninguno de los copropietarios de la vivienda
percibe ayudas.

Tercera.- Las actuaciones que se pretenden realizar por la
comunidad de propietarios afectan a elementos comunes y deben ser
sufragadas con arreglo a la cuota de participación fijada en el título de
propiedad. Además, según lo dispuesto en el artículo decimotercero, 1º de la
Ley 8/1999 de 6 de abril de Reforma de la Ley 49/1960 de 21 de julio sobre
Propiedad Horizontal, tratándose del establecimiento de nuevos servicios
comunes que tengan por finalidad la supresión de barreras arquitectónicas
que dificulten el acceso o movilidad de personas con minusvalía, con el voto
favorable de la mayoría de los propietarios, el acuerdo es válidamente
adoptado y obliga a todos los propietarios.

La instalación de ascensor en un edificio que no dispone del mismo,
supone una mejora sustancial en la calidad de vida de sus moradores sobre
todo para aquellas personas que por su edad avanzada o por otras
circunstancias, tiene dificultades físicas para acceder a sus viviendas.

Las personas mayores con bajos niveles económicos, tienen sus
propias limitaciones por su dependencia económica y física, incluso cuando
dispone de vivienda propia. En muchos casos, como el presente supuesto,
viven en viviendas antiguas que no se adecuan a sus necesidades, y que
oponen a su movilidad unas barreras arquitectónicas insuperables. La
inexistencia de ascensor les obliga a permanecer en casa y esa falta de
autonomía física les afecta desarraigándoles de su entorno y reduciendo su
espacio vital.

No es la misma situación que una rehabilitación o unas obras de
mejora que afecten a los elementos privativos de la vivienda, que si que
depende de la voluntad y decisión de los copropietarios el realizarla o no.

Cuarta.- La interpretación aplicada por la administración siendo
correcta, produce en estos casos, que no se percibe ninguna ayuda por
parte de una de las copropietarias que es la que utiliza la vivienda como
domicilio habitual y permanente, que tienen una edad avanzada, y escasos
ingresos y que sin embargo, siendo copropietaria de un tercio de la vivienda,
tendrá que sufragar la parte del coste de la instalación correspondiente a su
tercio de cuota de copropiedad, importe que en los casos de pensionistas
con escasos ingresos, puede ser excesivamente gravoso.
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III.- RESOLUCIÓN

Por todo lo anteriormente expuesto y en virtud de las facultades que
me confiere la Ley 4/1985 de 27 de junio, Reguladora del Justicia de Aragón
me permito formularle la siguiente

SUGERENCIA
.

Que atendiendo a las especiales circunstancias que concurren, en los
supuestos de solicitudes de ayudas por personas de edad avanzada para la
instalación de ascensores o para supresión de barreras arquitectónicas en
edificios en que se sitúen su vivienda destinada a domicilio habitual y
permanente, aún en el supuesto de que la vivienda pertenezca en
copropiedad a varios titulares, se consideren sus ingresos y su unidad
familiar de forma individualizada, de manera que si estos no superan el límite
máximo señalado por la norma, puedan obtener el importe de la subvención
correspondiente a su cuota de copropiedad de la vivienda, en función del
importe del gasto que a esa cuota corresponde, aunque el resto de los
copropietarios de la vivienda no tengan derecho a ella y deban  hacerse
cargo del importe de gasto que corresponde a su porcentaje de copropiedad.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no
superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada,
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funda su negativa.

13 de Enero de 2004

EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


